
    

 

 

 

JUZGADO CENTRAL DE INSTRUCCION Nº 004  

MADRID 
C/ GARCIA GUTIERREZ, 1  
Tfno: 91.709.65.12/14 

Fax: 91.709.65.15 

 
NIG: 28079 27 2 2022 0001070  

GUB11 

 

DILIGENCIAS PREVIAS PROC. ABREVIADO  0000068 /2022   

 

 

 

A U T O 
En Madrid, 17 de junio de 2022. 

ANTECEDENTES DE HECHO  

PRIMERO. Mediante auto de fecha de fecha 3.05.2022 se acordó la incoación de las 

presentes Diligencias Previas con motivo de la denuncia presentada por la Abogada del 

Estado poniendo de manifiesto que mediante el análisis de los dispositivos móviles del 

Presidente del Gobierno y de la Ministra de Defensa realizados por el CERT Gubernamental 

Nacional el 30 de abril de 2022, y acompañados a dicha denuncia, se ha tenido conocimiento 

de que los mismos fueron objeto de varias infecciones por la herramienta Pegasus -software 

espía de dispositivos móviles-, entre los meses de mayo y junio de 2021, y acordándose 

conferir traslado al Ministerio Fiscal a fin de que informe sobre la práctica de las diligencias 

de investigación que considere convenientes para la determinación de la naturaleza y 

circunstancias de los hechos objeto de denuncia, así como de las personas que en ellos 

hayan participado. 

SEGUNDO. Con fecha 7.06.2022 se ha presentado escrito por la Procuradora de los 

Tribunales Sra. Muñoz Torrente en nombre y representación procesal de Asociación de 

Juristas Europeos Prolege, interesando se le tenga por personada y parte en este 

procedimiento en calidad de acusación popular, sin necesidad de formular fianza y con 

ofrecimiento subsidiario de fianza para el caso de que se entienda necesaria su prestación. 

TERCERO. Conferido traslado al Ministerio Fiscal por el mismo se ha evacuado mediante 

informe de fecha 14.06.2022, expresando que «el ejercicio de la acción popular aparece 

regulada en el artículo 270 y siguientes de la LECr, en relación con el artículo 101 y siguientes 

del mismo texto legal, al establecer el artículo 270 que “todos los ciudadanos españoles, 

hayan sido o no ofendidos por el delito, pueden querellarse, ejercitando la acción popular 

establecida en el artículo 101 de esta ley “ y complementar el artículo 280 del mismo texto 

que “el particular querellante prestará fianza de la clase y en la cuantía que fijare el Juez o 

Tribunal para responder de las resultas del juicio”. 
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La condición de parte de la acusación popular, a diferencia de lo que ocurre con la ejercitada 

por los directamente afectados por el delito y por el Ministerio Fiscal, queda supeditada al 

cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 274 y 280 de la L.E.Cr. (presentación 

de querella y prestación de fianza) exigencia esta última que fue moderada en el artículo 20-

3º L.O.P.J. para evitar que, por la vía de solicitar fianzas muy elevadas, se impidiese el 

ejercicio de la acción popular. 

La representación procesal de PROLEGE, en el escrito arriba mencionado, solicita que su 

personación se haga, sin embargo, sin necesidad de formular querella ni prestar fianza, por 

cuanto la jurisprudencia (citando la STS 702/2003, de 30 de mayo) entiende que esos 

requisitos no son necesarios cuando se trata de un procedimiento ya iniciado. 

Sin negar el derecho que a la solicitante le ampara de personarse en el procedimiento, no 

podemos, por el contrario, compartir su criterio de que la personación pretendida se haga sin 

los requisitos formales ya señalados. Y no lo hacemos por cuanto el concepto de “proceso ya 

iniciado” que usa la sentencia que expone el peticionario no se puede interpretar de forma 

literal y rígida, pues ello sería tanto como derogar, de facto y por una vía no prevista en 

nuestra normativa, unos preceptos con rango de ley. La sentencia reseñada, efectivamente, 

hace esa indicación, pero la misma ha de ser entendida en el sentido de que el proceso ya se 

haya desplegado de tal forma que, tanto los hechos como las posibles personas 

intervinientes en los mismos, estén perfiladas o sean reconocibles. En el presente proceso eso 

aún no se ha producido ya que: - tras la denuncia de la abogacía del estado solo se ha 

practicado una prueba testifical. - solo es clara la exfiltración de una serie de documentos 

(desconocidos por lo demás) de los teléfonos indicados en la denuncia. 

Como es fácilmente observable, formalmente el procedimiento está recién iniciado, pero 

sustantivamente hablando, el mismo no se ha desarrollado más allá de una embrionaria 

indicación de posibles hechos (por lo demás incompletos y sin indicar autores). El Tribunal 

Constitucional en su sentencia Nª157/90, de 18 de Octubre, declara que: “el ejercicio de la 

acción penal, al menos en el primer estadio procesal, ha de realizarse por medio de la 

correspondiente querella, pues la inicial denuncia de los hechos no supone el ejercicio de la 

acción penal, ni constituye en parte al que la formula”, y eso es lo que ocurre en nuestro 

procedimiento, en el que el denunciante se ha limitado a poner en conocimiento del juzgado 

instructor la realización de una serie de hechos, sin mayor concreción jurídica, es decir, sin 

cumplir los requisitos que se explicitan en la querella como parte esencial de la misma. Por 

eso decimos que aquí y ahora la personación de la entidad PROLEGE no plantea problemas 

de ningún tipo, siempre y cuando se ajuste a lo exigido por la ley. 

Y unido a al anterior, tenemos la prestación de la fianza, que se convierte en el caso del 

acusador popular en una garantía que asegura las eventuales responsabilidades económicas 

en que esta parte acusadora pudiera incurrir, pues por muy avanzado que este el 

procedimiento puede ser condenado al pago de costas o a la indemnización de los daños y 

perjuicios ocasionados al acusado por el ejercicio de la acción popular, sin olvidar, claro está, 

que la misma no se puede convertir en un valladar inexpugnable que impida el ejercicio de lo 



    

 

que la ley reconoce. Por tanto, su cuantía ha de ser fijada teniendo en consideración la 

capacidad económica del acusador: ni exagerada, que impida su uso, ni simbólica que impida 

alcanzar la finalidad con que fue establecido este requisito formal (así lo podemos ver en las 

SSTC 62/1983 de 11 de julio, 113/1984 de 29 de noviembre, 147/1985 de 29 de octubre y 

326/94 de 12 de diciembre). 

Dicho lo anterior, este Ministerio Público informa en el sentido de no oponerse la personación 

solicitada siempre que se cumplan estos dos requisitos: - La interposición de la preceptiva 

querella (art. 270 en relación con el 110 de la LECRIM). - El pago de una fianza de 10.000 

euros, cantidad que se considera ajustada no solo a la entidad de quien se persona, si no 

teniendo en cuenta los hechos que se investiga (art. 280 LECRIM en relación con el 20.3 de la 

LOPJ)». 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO. Acusación popular. 

El derecho a mostrarse parte en un proceso penal, mediante el ejercicio de la acción 

popular, es una manifestación de la participación ciudadana en la Administración de Justicia. 

En este sentido, el art. 125 CE, conforme al cual “los ciudadanos podrán ejercer la acción 

popular”, viene a confirmar desde la perspectiva constitucional el derecho que ya se 

reconocía en los arts. 101 y 270 LECrim, que respectivamente establecen que “la acción 

penal es pública” y “todos los españoles podrán ejercitarla con arreglo a las prescripciones de 

la Ley”. Derecho que, asimismo, se reconoce en el art. 19.1 LOPJ, al proclamar que “los 

ciudadanos de nacionalidad española podrán ejercer la acción popular, en los casos y formas 

previstos en la ley”.  

Ahora bien, este derecho se ejercitará “en la forma y con respecto a aquellos procesos 

penales que la ley determine”, tal y como dispone el precitado art. 125 CE. Por lo tanto, para 

llevar a cabo el ejercicio de la acción popular, será necesario cumplir una serie de requisitos 

formales, recogidos en el art. 270.1 LECrim, que se concretan en la necesidad de 

interposición de querella y la prestación de fianza. 

SEGUNDO. Necesidad de formular querella. 

Conforme a lo dispuesto en el art. 270 la LECRIM la querella es el mecanismo procesal 

mediante el que la acusación popular es capacitada para ejercer la acción penal y 

constituirse como parte en el proceso. Sin embargo, el Tribunal Supremo distingue entre la 

petición de incoación del proceso, que estará sujeta al referido requisito de formulación de 

querella, y el derecho a mostrarse parte una vez iniciado el proceso, adoptando una 

interpretación amplia del término “ofendido” contenido en el art. 761.2 LECrim, a quien se le 

reconoce expresamente el derecho a “mostrarse parte en la causa sin necesidad de formular 

querella”. 



    

 

En este sentido, expresa el ATS de 17.01.2017 (causa especial 20907/2017), que “con 

respecto al requisito de la personación con querella sólo se ha entendido exigible por la 

jurisprudencia de esta Sala cuando mediante tal acto, se iniciaba el procedimiento y en el 

caso de que tal personación fuese en causa ya iniciada como es el caso que nos ocupa, se ha 

estimado que el requisito de la querella no era exigible (ver sentencias de 12/3/92 y de 

30/5/03, entre otras), bastando en tal caso el cumplimiento de lo prevenido en el art. 110 

LECrm. que limita temporalmente tal personación a su efectividad antes del trámite de 

calificación, sin que por ello se retroceda en el curso de las actuaciones. Hoy esta 

jurisprudencia y en relación con el procedimiento abreviado tienen su sustento en el art. 

761.2 LECrm., si bien en relación con la acusación particular, pero por extensión aplicable a la 

acción popular”. 

Por consiguiente, si bien la formulación de querella no debería constituir una especial 

dificultad para quien ha de actuar en el proceso con asistencia de abogado, siguiendo la 

expresada interpretación amplia, el requisito en cuestión ha de entenderse como no 

necesario habida cuenta de que las actuaciones, si bien en un estado muy embrionario, se 

encuentran ya en trámite. 

TERCERO. Prestación de fianza. 

Otro requisito necesario para el ejercicio de la acción popular será el de prestar fianza. El art. 

280 LECrim expone que se deberá prestar fianza de la clase y cuantía que fije el Juez o 

Tribunal. Que se exija la fianza no quiere decir que se vulnere el derecho reconocido en el 

art. 24 CE, siempre y cuando la fianza fijada pueda ser calificada de equitativa atendiendo a 

cada caso en particular y permitiendo siempre su libre ejercicio.  

Tal y como expresa el Tribunal Constitucional (SSTC 79/1999 y 326/1994) la exigencia de la 

fianza no es inconstitucional, siempre que no sea prohibitiva o particularmente gravosa. En 

este sentido, tiene declarado el Tribunal Supremo (AATS de 24.06.2020, causa especial 

20049/2020, y 18.07.2019, causa especial 20431/2019), que “lo único que impone 

expresamente la ley es que no podrán exigirse fianzas que por su inadecuación impidan el 

ejercicio de la acción popular, que será siempre gratuita (art. 20.3 LOPJ)”.  

Así pues, una de las finalidades de la exigencia de la fianza será la de evitar el abuso o el uso 

fraudulento de esta figura procesal. Se ha de prevenir que esta acción, tendente a la 

imposición de una pena, se utilice para la consecución de intereses ajenos a los fines del 

proceso, garantizándose, mediante la prestación fianza, las responsabilidades en las que se 

pudieran incurrir como consecuencia de un irresponsable o torticero ejercicio de la acción 

penal. La fianza, como reiteradamente manifiesta el Tribunal Supremo (AATS 11.05.2021 y 

19.04.2018), es algo más que un simbolismo, destinándose a responder de las resultas del 

procedimiento entre las que se encuentran, aunque no exclusivamente, las posibles costas. 

Cabe recordar que no estamos ante una tasa, sino ante una fianza, lo que significa que su 

destino más natural y habitual será la devolución al acusador popular. Eso disminuye la 



    

 

percepción que pueda tenerse de la fianza como mero y simple obstáculo e introduce un 

factor de relieve a ponderar. 

Por tanto, para su fijación, hemos de atender, por un lado, a la capacidad económica del 

acusador popular; y de otro, a la evitación de acusaciones infundadas o a su utilización con 

fines espurios.  

En cuanto al primer extremo, la asociación que pretende constituirse en acusación popular 

no acredita siquiera que su situación económica pueda resultar, siquiera, sensiblemente 

afectada por la prestación de una fianza. Se limita a decir, sin aportar elemento alguno que 

respalde sus afirmaciones, que “para el caso que no se acepte la personación sin constitución 

de fianza esta sea una cantidad simbólica dado que somos una asociación sin ánimo de lucro 

de reciente constitución”. Tal alegato, claramente, no constituye dato decisivo alguno, pues, 

en términos del ATS de 20.09.2019, “la constitución de una asociación con escasos fondos no 

puede convertirse en mecanismo para encubrir la capacidad económica, seguramente 

superior, de las personas físicas que siempre estarán detrás de toda asociación: no es tan 

costoso contribuir, a prorrata en su caso, con una aportación para cumplimentar esos 

legítimos y loables fines asociativos, más teniendo en cuenta que la cantidad será devuelta 

habitualmente, salvo supuestos no habituales (como sería una condena en costas)”.  

A esta misma asociación con fecha 31.08.2020 le fue fijada una fianza por importe de 10.000 

euros en las Diligencias Previas seguidas bajo número 96/2017 en el Juzgado Central de 

Instrucción número 6, siendo recurrida en apelación por la misma alegando ser “una 

asociación de reciente constitución, de capacidad económica limitada y que se financia con 

aportaciones privadas y el patrimonio de los socios”, y que resultó desestimado por AAN 

núm. 451/2021, Sec. 3ª, de 26.11.2021. 

Atendiendo a lo anteriormente expuesto, así como a las fianzas recientemente fijadas por el 

propio Tribunal Supremo en causas de su competencia (12.000 euros en la causa especial 

20155/2020, 13.500 euros en la causa especial 20907/2017 -procés-, y 10.000 euros en la 

causa especial 20346/2020), se entiende que la fijación de una fianza por importe de 10.000 

euros resulta asequible, moderada, y ajustada a la naturaleza y relevancia de los hechos 

investigados en las presentes actuaciones.  

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación, 

PARTE DISPOSITIVA 

Se acuerda tener por personada y parte en las presentes actuaciones, en calidad de 

acusación popular, a la Procuradora de los Tribunales Sra. Muñoz Torrente en nombre y 

representación procesal de la Asociación de Juristas Europeos Prolege, previa constitución 

de una fianza por importe de 10.000 euros. 

Contra la presente resolución podrán formularse, ante este Juzgado, recurso de reforma en 

el plazo de tres días y apelación en el plazo de cinco días. El recurso de apelación podrá 



    

 

interponerse subsidiariamente con el de reforma o por separado, sin que sea necesario 

interponer previamente el de reforma para presentar la apelación.  

Así lo manda y acuerda el Ilmo. Sr. D. José Luis Calama Teixeira, Magistrado-Juez del Juzgado 

Central de Instrucción número 4; doy fe. 

EL MAGISTRADO-JUEZ   EL LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

 

  

 

 

DILIGENCIA. Seguidamente se cumple lo acordado, doy fe. 
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